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La omisión de la resolución por la que se acuerde la práctica de la anotación 
preventiva a que hace referencia el apartado 1, letra c), segundo párrafo, dará lugar 
a la responsabilidad de la Administración competente en el caso de que se 
produzcan perjuicios económicos al adquirente de buena fe de la finca afectada por 
el expediente. En tal caso, la citada Administración deberá indemnizar al adquirente 
de buena fe los daños y perjuicios causados.»

Tres.  Se da una nueva redacción a los apartados 1 y 2 del artículo 53 de la Ley de 
Suelo que queda redactado como sigue:

«1.  Se harán constar mediante inscripción los actos y acuerdos a que se 
refieren las letras a), b), g) y h) del artículo 51, así como la superficie ocupada a 
favor de la Administración, por tratarse de terrenos destinados a dotaciones 
públicas por la ordenación territorial y urbanística.

2.  Se harán constar mediante anotación preventiva los actos de las letras c) 
y  f) del artículo 51, que se practicará sobre la finca en la que recaiga el 
correspondiente expediente. Tales anotaciones caducarán a los cuatro años y 
podrán ser prorrogadas a instancia del órgano urbanístico actuante o resolución del 
órgano jurisdiccional, respectivamente.»

CAPÍTULO VI

Medidas de simplificación administrativa

Sección Primera.  Modificación del sentido del silencio en determinados 
procedimientos administrativos

Artículo 26.  Sentido positivo del silencio administrativo.

En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado que se citan en el Anexo I, 
el vencimiento del plazo máximo fijado, en su caso, en ese mismo anexo sin que se haya 
notificado resolución expresa, legitima a los interesados para entender estimada su 
solicitud por silencio administrativo, en los términos previstos en el artículo 43 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común.

Sección Segunda.  Registros administrativos

Artículo 27.  Registros.

Uno.  El apartado b) del artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común queda redactado como sigue:

«En los registros de cualquier órgano administrativo, que pertenezca a la 
Administración General del Estado, a la de cualquier Administración de las 
Comunidades Autónomas, a la de cualquier Administración de las Diputaciones 
Provinciales, Cabildos y Consejos Insulares, a los Ayuntamientos de los Municipios 
a que se refiere el artículo 121 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las 
Bases del Régimen Local, o a la del resto de las entidades que integran la 
Administración Local si, en este último caso, se hubiese suscrito el oportuno 
convenio.»
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